Denuncian la explotación de unos 35.000 trabajadores migrantes en invernaderos de Almería y Huelva
Alrededor de 35.000 temporeros agrícolas, la mayoría migrantes sin documentación, trabajan en Almería y Huelva, donde hay cerca de una decena de asentamientos precarios, que albergan a unas 12.000 personas trabajadoras, según un nuevo informe de la Asociación Pro Derechos Humanos de Andalucía.
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Para la elaboración del Informe Frontera Sur 2025, que recoge también las muertes de personas migrantes que tratan de llegar a nuestro país, se han visitado cinco asentamientos repartidos entre El Ejido y Níjar (Almería) y cuatro en Huelva (Palos de la Frontera, Moguer, Lucena del Puerto y Lepe) entre febrero y septiembre del año pasado, con el fin de mantener encuentros con sus habitantes y las organizaciones sociales que prestan atención sobre el terreno.
[bookmark: more]El informe reconoce que “no existe ningún dato oficial (ni oficioso) de cuantas personas en situación irregular pueden estar trabajando en el campo andaluz”. Sin embargo, realiza una estimación a partir de indicios indirectos.
Teniendo en cuenta el número de hectáreas en explotación y la necesidad de entre tres y cinco trabajadores por hectárea, se podría estimar que, solo en la provincia de Almería, hay más de 25.000 trabajadores sin contrato ni derechos laborales.
En el caso de Huelva, el cálculo se basa en el déficit de trabajadores que realizan las propias empresas en cada campaña, entre 8.000 y 10.000 personas, a pesar de que cada temporada llegan alrededor de 14.000 personas contratadas bajo la orden de Gestión Colectiva de Contrataciones en Origen (GECCO), suscrita con países como Colombia, Ecuador, Marruecos, Mauritania, Ucrania, Honduras, República Dominicana y Guatemala.
Carmen Vásquez, una de las investigadoras de APDHA que ha participado en la confección del Informe Frontera Sur 2025, ha detallado que al menos 7.000 personas en Almería y como mínimo otras 5.000 en la provincia de Huelva viven en “infraviviendas construidas con materiales desechados, como plástico, cartón o palets”.
Estas personas se enfrentan a “la falta de agua potable, electricidad y saneamientos, la cronificación de la situación para las personas que residen permanentemente en estos lugares, la vulnerabilidad de los niños, mujeres y jóvenes extutelados, problemas de salud vinculados a condiciones de vida insalubres, la permanente amenaza de incendios, la dificultad para obtener atención sanitaria o problemas para la escolarización de los menores”.
Empresarios, según se desprende de los testimonios recabados, se siguen valiendo de trabajadores que viven en los asentamientos chabolistas. “Vienen a la plaza temprano. Dicen tú, tú y tú. Vamos y trabajamos, y cambian porque no tengo papeles”, decía un trabajador de Mali, de 44 años, del asentamiento La Sevillana, en Lucena del Puerto.

Nosaltres diríem:
Coses d’aquestes passen, no a qui sap on, sinó al “nostre país”. Però no se saben. Ni el Govern (i molt menys el Govern d’Andalusia actual) , ni les organitzacions empresarials ni els mitjans de comunicació n’informen, i menys encara ho comenten. 
Que els ciutadans/es corrents no en sàpiguen res és una cosa MOLT important.  És com una mena d’assegurança dels aprofitats, que així ningú no els molesta, i poden seguir aprofitant-se de la situació.
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